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EL DERECHO INTERNACIONAL 
HUMANITARIO ESTÁ VIVO

Los caminos del Derecho Internacional Humanitario 
(DIH) se expanden cada día más. Han sido por vocación, 
numerosos los años destinados a esta rama del Derecho. Pa-
ralelamente, la oportunidad de trabajar directamente en ella 
ha cimentado convicciones, florecidas a la luz de diálogos 
con personas conectadas al área, en los planos nacional e 
internacional. Por fortuna, los referidos senderos, al menos 
en el caso venezolano, más allá de prácticas estatales deriva-
das en la aplicación de normas del conflicto armado (CA) 
como tal, en la era contemporánea, hacen alusión a normas 
contenidas en los Convenios de Ginebra (CG) de 1949, sus 
Protocolos Adicionales (PA) de 1977 y de 2005 entre otras 
convenciones relacionadas.

Nuestro país ha tenido una historia de educación en DIH 
cuyo legado, visibiliza la necesidad de profundizar su estu-
dio, sobre todo, en el seno de la institución castrense. La 
existencia de cátedras itinerantes, pocas horas de conteni-
do académico, cursos intermitentes, mezcla con experien-
cias distintas, en fin, entre otras razones, enfiladas contra 
un análisis detallado. No solo ello ha motivado a escribir 
algunas reflexiones, sino también el hecho de reclamar una 
visión propia, tomando en cuenta que: “el DIH está vivo” 
y, muchos parecieran olvidar esa circunstancia. Además, la 
existencia de la Corte Penal Internacional con sus múltiples 
y seductores matices, impone un estudio permanente; no 
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obstante, dicha instancia es merecedora de otros análisis, le-
janos al aporte que pudieran representar estas líneas.

Silva (1996), en su obra Derecho Internacional Humani-
tario, fue uno de los pocos autores en textos patrios especia-
lizados en DIH, quien oportunamente señaló lo siguiente: 
“Si algo se ha venido observando, a cualquier nivel, es el casi 
desconocimiento del concepto de Derecho Humanitario, y 
su aplicación.” (p. 42). Más adelante, sostiene que: 

Los principios y reglas básicas... no se hacen esfuerzos 
para implementarlas, a niveles nacionales, y permane-
cen desconocidas por aquellos que deben aplicarlos, 
especialmente por las Fuerzas Armadas, o por grupos 
armados... ese derecho que pareciese sobrevivir en la 
clandestinidad. (pp. 49, 77)

De manera que, en la actualidad es alentador presenciar 
la concreción de especializaciones y diplomados en DIH, 
iniciativa aletargada durante muchos años que evidencia 
la escasa importancia brindada al asunto. Otros vientos so-
plan, enhorabuena. A tenor de lo expresado, uno de los pun-
tos aparentemente inexplorados es la aplicación del DIH en 
tiempo de paz (TP). Es común, incluso, observar ipso facto 
reacciones de asombro, resultado de haber escuchado dicho 
planteamiento. El porqué es atribuible a variados motivos 
que preferimos no mencionarlos. Posiciones ortodoxas de-
rivan al DIH en una rama casi residual del Derecho Inter-
nacional. El alegato de su aplicación en tiempo de conflicto 
armado (TCA) no debería conducir a la negación de su ex-
ploración, eclipsando, por tanto, otra idea.
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Aplicación del DIH en tiempo de paz, visión doctrinaria
Numerosas disposiciones del DIH atañen a su aplica-

ción en tiempo de paz (TP). Comencemos por definir el 
término: Aplicar (del latín aplicare, arrimar); palabra utili-
zada repetidas veces en este escrito, la cual consiste, según 
el Diccionario de la Lengua Española (1984, p. 182) en: 
“Emplear, administrar o poner en práctica un conocimien-
to, medida o principio, a fin de obtener determinado efec-
to o rendimiento en alguien o algo.” Asimismo, Cabanellas 
de Torres en el Nuevo Diccionario Enciclopédico de Dere-
cho Usual (1989, p. 359), define el vocablo como: “Poner 
en práctica una ley, reglamento o instrucción. Ejecutar una 
ley; declarar que corresponde en cada caso.” En el Pequeño 
Larousse Ilustrado (1984, p. 93) se lee: “Emplear una cosa o 
poner en práctica los conocimientos o procedimientos ade-
cuados para conseguir un fin.” Una visión práctica, típica 
de definiciones anglosajonas apunta, en Cabanellas de las 
Cuevas y C. Hoague en el Diccionario Jurídico/ Law Dic-
tionary (1990, p. 64): “To apply, employ, use // to enforce 
a law”. Una traducción rápida quiere decir: “usar, emplear, 
reforzar.” En tal sentido, si empleamos, usamos o reforza-
mos la ley, la aplicamos.

A la luz de tales conceptos, aplicar es llevar a la prácti-
ca ciertos contenidos doctrinarios, al menos para el caso 
en estudio; materializarlos, ir más allá de toda descrip-
ción teórica al convertir ideas en hechos. Sería pertinente 
acercar el vocablo a la operacionalización legal.  Bajo estos 
parámetros, el DIH contiene dos categorías de disposicio-
nes, unas para tiempo de paz (TP) y otras para tiempo de 
conflicto armado (TCA). Esta diferenciación es, particular-
mente elegida, con el ánimo de distinguir los momentos y 
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su implicación con las normas en cuestión; en virtud, de 
que, en el Curso Militar Internacional sobre Derecho de 
los Conflictos Armados, efectuado en septiembre de 2008, 
escuchamos su equivalente: “Normas de aplicación perma-
nente”,15 clara alusión a la aplicación del DIH en cualquier 
tiempo.

El reconocido autor Cabanellas (1989, p. 358) aleccio-
nadoramente, incluye la expresión aplicación de las leyes: 
“Efectiva vigencia de éstas por espontáneo cumplimiento o 
por imposición de las autoridades administrativas o judicia-
les.” Entonces, la aplicación es apreciada, bien al acatar una 
norma o por contrario imperio, al ser impuesta la sanción; 
ambas posibilidades con capacidad de ejecución en el mar-
co de los tiempos descritos: TP y TCA, como más adelante 
se explanará.

En el Diccionario de Derecho de los Conflictos Armados 
de Pietro Verri (1998, p. 6) contribuye a seguir dilucidando 
el significado de la palabra y define el término “aplicación” 
como: “Las leyes y reglamentos aprobados por los Estados 
para garantizar la aplicación de dichos instrumentos.” Re-
firiéndose estrictamente a disposiciones del DIH; sin hacer 
aclaratoria o excepción reservando la aplicación del DIH para 
TCA. Luego, garantizar la aplicación de las leyes es imperati-
vo para su efectivo cumplimiento; de no ser así, sería retórica.

Investigadores del DIH han dedicado espacios útiles al 
respecto, constitutivos de elementos para alimentar la mé-
dula de esta tesis. Argumentos floridos, impregnados de 
DIH. Véanse algunos de ellos.

15 Capitán de Navío Moreno Roberto. 129 Curso de Derecho Internacional de 
los Conflictos Armados. Instituto Internacional de Derecho Humanitario. San 
Remo – Italia. Septiembre 2008.
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Aplicación implica todas las medidas que se han de to-
mar para garantizar el pleno respeto de las normas del 
DIH... Hay que adoptar algunas medidas en tiempo de 
paz y en tiempo de guerra para garantizar que... Todas 
las personas tanto civiles como militares conozcan las 
normas del DIH... Existan las necesarias estructuras... 
Se prevengan las violaciones del DIH y cuando proce-
dan se sancionen...16

Nótese la coincidencia de términos con los utilizados 
por Pietro Verri (1998); esas medidas garantizadoras deben 
adoptarse desde TP, la alusión al conocimiento del DIH por 
todos, es imprescindible para aplicarlo debidamente, inde-
pendientemente del tiempo. Solo se aplica lo conocido, asu-
miendo la acepción en el sentido de que el irrespeto a la ley 
cae en el supuesto de falta de aplicación, empero, lo aplica-
ble es la sanción; a la vez, el encargado de sumergir el hecho 
en el derecho lo aplica igualmente, bajo la fórmula romana: 
“Da mihi factum, dabo tibi Jus”, cuya traducción sería 
algo así como: “Dame los hechos y te daré el derecho.” 
De forma que, las medidas conllevan a la difusión del 
DIH, deber estatal asumido ora desde instituciones 
públicas, ora en coordinación con otras instituciones. 
Como todo en Derecho, difundir es prevenir.

La difusión, contemplada a lo largo de los Convenios de 
Ginebra (CG), entre cuyas disposiciones podemos citar el 
Artículo 47 del I Convenio de Ginebra (ICG):

16 Katusic, M. Compilación. (2006). Aplicación del Derecho Internacional Hu-
manitario de la teoría a la práctica. CICR. Compilación en CD.
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Las Altas Partes Contratantes se comprometen a di-
fundir lo más ampliamente posible, tanto en tiempo de 
paz como en tiempo de guerra, el texto del presente 
Convenio en el país respectivo, y especialmente a in-
corporar su estudio en los programas de instrucción 
militar y, si es posible, civil...17

Podría afirmarse que constituye el primer sólido escalón 
del DIH, en el camino a las demás normas atinentes a su 
aplicación. Valga el símil para aducir que, como primer es-
calón, la difusión es la base del resto, una base débil implica 
el derrumbamiento de la estructura, bien por desgaste, bien 
por el solo transcurso del tiempo o, en el peor de los ca-
sos, por la acción del adversario. De allí la importancia de 
la difusión; además, ciertas previsiones han de adoptarse: 
“emitir las normas necesarias que pudieran estar vigentes 
dentro de la guerra y que deben ser conocidas por toda la 
población, a fin de que ésta pueda saber cómo actuar en 
caso necesario...”18

Por su parte, léanse los Artículos 48 del II Convenio de Gi-
nebra (IICG), 127 del IIICG y 144 del IVCG: “Las Altas Partes 
Contratantes se comprometen a difundir lo más ampliamente 
posible, tanto en tiempo de paz como en tiempo de guerra el 
texto del presente Convenio...”19 Todos comunes en cuanto a la 
17 I Convenio de Ginebra del 12 de agosto de 1949 para Aliviar la Suerte que 
corren los Heridos y Enfermos de las Fuerzas Armadas en Campaña. Gaceta 
Oficial N°. 481 Extraordinario del 21 de febrero de 1956.
18 Saucedo L., A. El Derecho de la Guerra. p. 86.
19 II Convenio de Ginebra del 12 de agosto de 1949 para Aliviar la Suerte que 
corren los Heridos, los Enfermos y los Náufragos de las Fuerzas Armadas en el 
Mar. III Convenio de Ginebra del 12 de agosto de 1949 Relativo al Trato debido 
a los Prisioneros de Guerra. IV Convenio de Ginebra del 12 de agosto de 1949 
Relativo a la protección debida a las personas civiles en tiempo de guerra. Gace-
ta Oficial N°. 481 Extraordinario del 21 de febrero de 1956.
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difusión de normas concernientes al contenido de cada uno y, 
para los cuales se hacen valer las notas precedentes.

Como se observa, el texto de los CG prevé casos de apli-
cación del DIH en TP de forma expresa, no tácita, incluso 
desde el Artículo 2 de cada Convenio: “Aparte de las dispo-
siciones que deben entrar en vigor ya en tiempo de paz,...”20 
Sobre tal base, resulta un contrasentido o (en el mejor de los 
casos) parcialmente cierto, aducir que el DIH es una rama 
del Derecho cuyas normas se aplican o activan en TCA, 
pues una somera lectura de los citados dos (2) Artículos 
hace concluir la vigencia de normas en y para TP; algunos 
ejemplos serán abordados más adelante.

Es ilustrativa la opinión de la experta colombiana Diana 
Hernández Hoyos (2002, p. 53), quien refiriéndose a la apli-
cación temporal del DIH escribe:

La mayoría de las normas se encuentran destinadas a 
ser aplicadas cuando se desarrolla un conflicto armado 
y dejan de tener operatividad en el momento en que 
éste termina, empero no se puede desconocer que exis-
ten normas cuyo ámbito de aplicación temporal es an-
terior al inicio de una confrontación bélica, tales como 
las que ordenan su difusión, necesidad de identificar 
zonas y localidades sanitarias y bienes culturales pro-
tegidos; y aquellas destinadas a ser aplicadas al cesar el 
conflicto, como la obligación de repatriación de prisio-
neros de guerra...

20 I, II, III y IV Convenio de Ginebra del 12 de agosto de 1949. Gaceta Oficial 
N°. 481 Extraordinario del 21 de febrero de 1956.
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La autora, a su estilo denomina lo aplicable en TP o per-
manentemente, como anterior al CA, para los supuestos de 
identificación de localidades sanitarias, por una parte, y de 
bienes culturales protegidos por la otra; y como aplicables al 
cesar el CA la repatriación de prisioneros de guerra (PG). Es 
meritorio el aporte, en un texto destinado exclusivamente al 
DIH, con una visión moderna, cuyo estudio destaca entre 
los abocados al DIH.

El intercambio de prisioneros de guerra
Una mirada retrospectiva al CA entre Irak e Irán durante 

los años ochenta, recuerda la repatriación de prisioneros de 
guerra (PG) incluso, ocho (8) o nueve (9) años después de 
culminado el mismo, ambos Estados continuaban tal proce-
so: “finalizadas las hostilidades, más de 80.000 prisioneros 
fueron repatriados por mediación del CICR...”21 Asimismo: 
“los prisioneros iraníes vivieron años de encarcelamiento 
injustificado a manos del gobierno iraquí tras la conclusión 
de la guerra entre esos dos países.”22

En cuanto al CA entre la República Argentina y el Rei-
no Unido de Gran Bretaña, conocido como Guerra del 
Atlántico Sur o Guerra de las islas Falkland/Malvinas: “El 
CICR también facilitó varias operaciones de liberación. 
Algunas se desarrollaron durante las hostilidades y otras, 
cuando éstas ya habían finalizado...”23; relata Edmond 
21 Comité Internacional de la Cruz Roja (CICR). Guerra entre Irak e Irán: vi-
sita a los prisioneros de guerra. Artículo publicado el 1 de Abril de 1998 en 
la Acción del CICR en favor de los presos www.icrc.org/web/spa/sitespa0nsf/
html/5TDLJ5. 
22 Huband, M. (2003). “Prisioneros de guerra, no repatriación.” En Crímenes de 
guerra: lo que debemos saber. p. 372.
23 CICR. Conflicto de las islas Falkland / Malvinas: la acción del CICR en favor 
de los prisioneros de guerra. Artículo publicado el 23 de marzo de 2007. www. 
icrc.org/web/spa/sitespa0.nsf/html/falklandmalvinas-inter- view-0407.
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Corthésy, quien fue delegado del CICR en Buenos Aires 
durante el CA y dirigió las acciones humanitarias desde 
el continente.

Si bien es cierto que, buena parte de las repatriacio-
nes se llevan a cabo una vez finalizadas las hostilidades, 
ello no es óbice para aplicar el IIICG mientras los PG 
permanezcan en tal condición, sobre la base de que es 
posible ostentar ese estatus por mucho tiempo, como ha 
sido reflejado; motivo por el cual: “El presente Convenio 
se aplicará a las personas mencionadas en el Artículo 4 a 
partir del momento en que caigan en poder del enemigo 
y hasta su liberación definitiva...”24 Las implicaciones de 
la permanencia deliberada o injustificada de los PG en 
tan irregular situación constituyen una infracción grave 
al DIH, acorde al Protocolo Adicional I (PAI);25 digna de 
un estudio separado.

Otro ejemplo de prolongación en la condición de PG, 
pero desde los años setenta (70) hasta el siglo XXI, es el de 
Mustapha Sirji, quien:

...pasó 21 años confinado en esta cárcel perdida en el 
desierto... Sirji y sus camaradas forman parte de un 
grupo de 2.300 soldados marroquíes tomados presos 
por el Frente Polisario, un ejército de guerrilleros que 
ha luchado durante más de 15 años en un intento por 

24 III Convenio de Ginebra del 12 de agosto de 1949 Relativo al Trato debido a 
los  Prisioneros de Guerra. Artículo 5. Gaceta Oficial N°. 481 Extraordinario del 
21 de febrero de 1956.
25 Protocolo Adicional I a los Convenios de Ginebra del 12 de agosto de 1949 
Relativo a la protección de las víctimas de los conflictos armados internaciona-
les. Gaceta Oficial N°. 5.241 Extraordinario del 6 de julio de 1998. Artículo 85.4.
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establecer un Estado independiente en lo que fue la co-
lonia española del Sahara... el Polisario se ha retirado 
al interior de las franjas fronterizas al este y al sur del 
Sahara occidental, así como al vecino país de Argelia. 
Pero se han llevado a los prisioneros marroquíes con 
ellos y todo esfuerzo por negociar su liberación, a pe-
sar de que las hostilidades han cesado, ha sido inútil.26

Como es sabido, los PG fueron liberados paulatinamente. 
La detención se prolongó numerosos años “los últimos 404 
prisioneros fueron liberados, de manera unilateral, el 18 de 
agosto de 2005.”27 A tenor de lo transcrito, es perfectamente 
aplicable el IIICG a quienes sean PG, independientemente 
del tiempo en el cual detenten ese estatus; durante el CA, 
finalizadas las hostilidades, luego de un cese al fuego unila-
teral, muchísimos años después o en TP. ¿Acaso habría al-
guna duda al respecto? Surge la siguiente interrogante: ¿Fi-
nalizadas las hostilidades, pero sin la firma de un acuerdo 
de paz, sigue existiendo el TCA? Tomando en consideración 
que la suscripción de un tratado de paz depende de nego-
ciaciones políticas que podrían tardar años, sumada a una 
notoria sensación de paz en el ambiente, sobre todo para 
el ciudadano común: ¿Permanece el TCA? Son muchos los 
análisis sobre el particular que alargarían y sobrepasarían en 
demasía la finalidad de este escrito.

Siguiendo con el PAI, las garantías fundamentales plas-
madas en la Sección III relativa al trato a las personas en 
poder de una parte en conflicto, acota: ... 6. Las personas de-
26 Huband, M. “Prisioneros de guerra, no repatriación.” En Crímenes de guerra: 
lo que debemos saber, p. 371.
27 Ver: http://es.wikipedia.org/wiki-frente Polisario
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tenidas, presas o internadas por razones relacionadas con el 
conflicto armado disfrutarán de la protección otorgada por 
el presente artículo, incluso después de la terminación del 
conflicto armado, hasta al momento de su liberación defini-
tiva, repatriación o reasentamiento.28

El tema de interés se presenta bastante dilucidado con la 
frase: “después de la terminación”; siendo el DIH una rama 
humanitaria, cubre con su manto de amparo más allá de las 
normas destinadas a la protección de las víctimas de los CA 
al TCA. Cabe citar que:

...es frecuente que la situación de las personas sólo se 
normalice después de terminado el conflicto armado... 
Parece evidente que estas garantías, previstas en pri-
mer lugar para el tiempo de conflicto o de ocupación, 
sean válidas a fortiori tras la terminación del conflicto 
armado.29

En ocasión del vigésimo quinto aniversario de los PA I y 
PA II, en una jornada encomendada al análisis de los apor-
tes de tales instrumentos, se argumentó:

A further contrubution I believe one may ascribe to 
the two Aps is the rich catalogue of the fundamental 
guarantees to be recognized to all persons who are in 

28 Protocolo Adicional I a los Convenios de Ginebra del 12 de agosto de 1949 
Relativo a la protección de las víctimas de los conflictos armados internacionales. 
Artículo 75.6. Gaceta Oficial N°. 5241 Extraordinario del 6 de julio de 1998.
29 CICR. Comentario del Protocolo del 8 de junio de 1977 Adicional a los Con-
venios de Ginebra del 12 de agosto de 1949 Relativo a la protección de las vícti-
mas de los conflictos armados internacionales. p. 1242.
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the power of a Party to the conflict (both in interna-
tional and non-international armed conflic). Conse-
quently, it is possible to affirm that the Aps reinforce 
– or, may be, they initiate – a tendency towards a mer-
ging or an overlapping of international humanitarian 
law and human rights insofar as the limits imposed 
on all governmental entities (should they be de iure or 
the facto entities) in exercising powers on individuals 
under their jurisdiction, whichever the context of such 
exercise, whether of peace or of war, are concerned.30

El comentario afirma que:

Una mayor contribución que se podría asignar a los 
dos Protocolos Adicionales (PA) es el rico catálogo de 
garantías fundamentales a ser reconocidas para todas 
las personas que están en poder de alguna de las par-
tes involucradas en el conflicto (tanto en conflictos ar-
mados internacionales como en conflictos no interna-
cionales). En consecuencia, es posible afirmar que los 
PA refuerzan -o tal vez inician- una tendencia hacia la 
combinación o el solapamiento del Derecho Interna-
cional Humanitario y los Derechos Humanos; siempre 
y cuando los límites impuestos a todas las entidades gu-
bernamentales (las cuales podrían ser entidades de iure 
o de facto), en el ejercicio de poderes sobre los indivi-

30 Benvenuti, P. The Two Additional Protocols to the Geneva Conventions 25 
years later: achievements and challenges. Ponencia dictada en el marco de la 
26th Round table efectuada del 5 al 7 de septiembre de 2002 en el Instituto In-
ternacional de Derecho Humanitario. San Remo – Italia. Edizioni Nagard. p. 30.
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duos bajo su jurisdicción, sin importar el contexto de 
tal ejercicio, sea de guerra o de paz, estén involucrados.

Así las cosas, la amplitud concedida a la protección brin-
dada por el DIH, independientemente del TP o TCA opa-
ca la trillada expresión infinitamente escuchada: “El DIH 
solo se aplica en TCA.” Incluso el conferencista nombra los 
DDHH (aplicables en todo tiempo) como garantías fun-
damentales inmersas en los Protocolos Adicionales. Hacer 
gala de planteamientos como el transcrito irradia el DIH de 
buena parte de su núcleo protector.

El DIH y el emblema de la Cruz Roja
Puede observarse la aparición con menos rareza de nor-

mas de aplicación del DIH fuera del TCA. Pese a que la 
meta de la exploración no contempla abarcarlas todas, se 
prosigue con algunas de las concernientes al emblema de la 
Cruz Roja. Son numerosos los Artículos de los CG y sus PA 
destinados a su significado, respeto, dimensiones y uso; a ta-
les efectos: “El emblema de la cruz roja sobre fondo blanco y 
los términos ´cruz roja´ o ´cruz de Ginebra´ no podrán em-
plearse, ...sea en tiempo de paz sea en tiempo de guerra...”31 
En esencia, uso de un emblema regulado por los CG y sus 
PAI, II y III, sin importar el tiempo. El emblema representa, 
quizás, el ejemplo más evidente de aplicación del DIH en 
TP. Con similar afán el Artículo 53 del mismo Convenio 
precisa:

31 I Convenio de Ginebra del 12 de agosto de 1949 para Aliviar la Suerte que 
corren los Heridos y Enfermos de las Fuerzas Armadas en Campaña. Artículo 
44. Gaceta Oficial N°. 481 Extraordinario del 21 de febrero de 1956. 
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El empleo por particulares, sociedades o casas comer-
ciales públicas o privadas, que no sean las que tienen 
derecho en virtud del presente Convenio, del emblema 
o de la denominación de “cruz roja” o de “cruz de Gi-
nebra”, así como de cualquier otro signo o de cualquier 
otra denominación que sea una imitación, está prohi-
bido en todo tiempo...32

 
El lenguaje del Convenio es determinante, pues a cuáles 

tiempos se refiere el texto, a todas luces al TP, al TCA o el 
lugar común para muchos artículos, tiempo de guerra (TG). 
Sin embargo, se prefiere el escrito múltiples veces y utilizado 
con prelación al TG; dígase TCA, en virtud de que no redu-
ce su significado a los CA de naturaleza internacional (CAI). 
El Artículo igualmente menciona las Sociedades Nacionales 
de la Cruz Roja, únicas autorizadas, junto con los Servicios 
Sanitarios de los Ejércitos, desde TP para utilizar el emble-
ma; a pesar del relajado uso hecho del mismo en muchos 
países, incluyendo el propio; situación por subsanar con la 
sanción de la Ley de Protección al Nombre y Emblema de la 
Cruz Roja,33 elaborada desde el Ministerio de Poder Popular 
para la Defensa junto con la Sociedad Nacional de la Cruz 
Roja Venezolana; sin olvidar los aportes del CICR.

Sancionada la ley respectiva, es más ligero abordar el 
tema de la aplicación del DIH en TP; en función de que la 
anterior Ley de Protección al Nombre y Emblema de la Cruz 
Roja, publicada en Gaceta Oficial N°. 27.759 del 10 de junio 
de 1965 demandaba una nueva. Es de acotar, que aún con 

32 Artículo 53 ejusdem.
33 Gaceta Oficial N°. 6.207 Extraordinario del 28 de diciembre de 2015.
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sus carencias dicha ley era precisa: “El emblema de la Cruz 
Roja sobre fondo blanco y las palabras “Cruz Roja” no pue-
den emplearse sea en tiempo de paz o de guerra...”34 Una 
ley nacional, (hoy derogada) y más cercana legislativamente 
hablando a los abogados y abogadas, especialmente a los de-
dicados al DIH y Derechos Humanos (DDHH) establecía la 
aplicación del DIH en TP.

En un encuentro dedicado a la exploración del DIH, res-
pecto a normas de aplicación se puntualizó:

No sólo es necesario aplicar dichas normas una vez ini-
ciado el conflicto, sino que hay medidas que hay que 
adoptar fuera de las zonas de conflicto y tanto en tiem-
po de paz... siendo las principales... Garantizar que 
las personas y los lugares protegidos sean definidos y 
correctamente identificados... Adoptar una legislación 
nacional que permita sancionar el uso abusivo de los 
emblemas protegidos...35

Estos parámetros tanto legales como doctrinarios, re-
fuerzan el argumento medular y originario de la aplicación 
del DIH en TP, más allá del rol tradicionalmente otorgado 
al mismo como rama del Derecho reducida y limitada, cuya 
activación dependería del tránsito de TP a TCA. Muy por 
el contrario, son abundantes las facetas y labores operati-

34 Congreso Nacional de la República de Venezuela. Ley de Protección al Nom-
bre y Emblema de la Cruz Roja. Gaceta Oficial N°. 27.759 del 10 de junio de 
1965. Artículo 1.
35 Dutli, M. T. (2002). Conferencia de Expertos Gubernamentales. La Aplica-
ción Nacional del Derecho Internacional Humanitario y las Convenciones Re-
lacionadas. Publicaciones del Comité Internacional de la Cruz Roja. pp. 56-57.
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vas que un Estado debe materializar desde TP, de las cuales 
se encargan autoridades ministeriales en conjunción con la 
Sociedad Nacional de la Cruz Roja respectiva y la colabora-
ción del CICR; mediante las llamadas Comisiones Naciona-
les o interministeriales de DIH o para la aplicación del DIH, 
hoy Comisión Nacional de Derecho Internacional Humani-
tario (CNDIH) creada en diciembre 2015.36

Un poco de Derecho Comparado propicia el ambiente 
para recrear cómo, en El Salvador, es concebido el uso del 
emblema según el Considerando IV del texto legislativo 
específico:

IV.- Que es necesaria la delimitación del emblema y 
nombre de la Cruz Roja o de la Media Luna Roja en 
el ámbito nacional, de determinar taxativamente los 
supuestos que autorizan su empleo, las personas e ins-
tituciones autorizadas para ello y los encargados de 
conferir autorizaciones y regular administrativamen-
te su uso, tanto en tiempo de paz como en tiempo de 
conflictos armados de carácter internacional y no in-
ternacional, de conformidad con las estipulaciones de 
los Convenios antes mencionados...37

36 Gaceta Oficial N°. 6.207 Extraordinario del 28 de diciembre de 2015. 
37 Asamblea Legislativa de la República de El Salvador. Ley de Protección del 
Emblema y el nombre de la Cruz Roja. Diario Oficial N°. 237 del 18 de di-
ciembre de 2000; reformado por el Decreto Legislativo 808 del 28 de enero de 
2009, Diario Oficial N°. 30 del 13 de febrero de 2009.  http://www.csj.gob.sv/
leyes.nsf/3006af217f96ecd786256d48006ecfd8/383e7b312e4f11350625756e-
00528c29?OpenDocument.
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En este caso, el legislador antes de abordar el texto del 
articulado, delimita los tiempos en los cuales puede hacer-
se uso del emblema; en TP se traduce en una aplicación de 
normas del DIH independientemente del momento y tam-
bién de su paridad con un CA. Si bien es cierta, la trascen-
dencia del respeto del emblema en TCA a consecuencia de 
la protección otorgada por el mismo al personal y bienes 
beneficiarios, es igualmente válido aducir la no prelación o 
sumisión de su empleo al hecho de estar en TCA; pues es 
totalmente válida su utilización en TP por las Sociedades 
Nacionales o por los Servicios Sanitarios de las Fuerzas Ar-
madas de cualquier país en TP.

El DIH y el emblema de bienes culturales
Pasando a otro plano, diversas normativas del DIH 

se dedican a los bienes culturales: “Las Altas Partes 
Contratantes se comprometen a preparar en tiempo de 
paz la salvaguardia de los bienes culturales situados 
en su propio territorio contra los efectos previsibles 
de un conflicto armado, adoptando las medidas que 
consideren apropiadas.”38 Así deben hacerse gestiones 
preparatorias, incluyendo la demarcación de los bienes 
propiamente dichos. Lógicamente, las Fuerzas Arma-
das de todos los países tienen mucho que aportar en 
ese sentido e incorporar entre sus especialistas perso-
nal (en coordinación con los Ministerios de Relaciones 
o Asuntos Exteriores), cuya misión consiste en deter-
minar cuáles son los bienes a proteger, inventariarlos, 

38 Artículo 3 de la Convención para la Protección de los Bienes Culturales en 
caso de Conflicto Armado de 1954 y su Reglamento (CPBC). Gaceta Oficial N°. 
5.746 Extraordinario del 22 de diciembre de 2004.
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hacer un registro oficial, señalizarlos con el emblema 
debido, asegurarlos, protegerlos del deterioro, y entre 
otros, registrarlos en la Organización de las Nacio-
nes Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura 
(UNESCO)39; véase:

1.	 Las Altas Partes Contratantes se comprometen 
a introducir en tiempo de paz en los reglamentos u 
ordenanzas para uso de sus tropas, disposiciones en-
caminadas a asegurar la observancia de la presente 
Convención y a inculcar en el personal de sus fuerzas 
armadas un espíritu de respeto a la cultura y a los bie-
nes culturales de todos los pueblos. 
2. Se comprometen asimismo a preparar o establecer 
en tiempo de paz y en el seno de sus unidades mili-
tares, servicios o personal especializado cuya misión 
consista en velar por el respeto a los bienes culturales y 
a colaborar con las autoridades civiles encargadas de la 
salvaguardia de dichos bienes.40

En un primer plano, se trata de adaptación de reglamen-
tos y directrices de las Fuerzas Armadas en las áreas doctri-
narias (manuales) y operativas, para institucionalizar una 
cultura de respeto hacia los bienes y cultura de los pueblos 
y, al incorporar en su seno unidades y personal relacionados 
se aplica el DIH; a todas luces, se llevan a cabo labores ne-

39 Para un análisis minucioso de funciones estatales en materia de bienes cultu-
rales, revísese la Recomendación sobre la protección de bienes culturales mue-
bles del 28 de noviembre de 1978, que involucra la CPBC de 1954, en: DO=-
DO_TOPIC&URL_SECTION=-471.html
40 Ídem. Artículo 7.
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tamente especializadas con trabajo en todo tiempo, a decir, 
TP y TCA. Delimitar cuáles bienes merecen la protección 
otorgada en la Convención y, en efecto, colocar el emblema 
en ellos, es aplicar el DIH; esta labor debe hacerse en TP, 
pues sería escasamente probable adelantarla en TCA.

Una vez realizado el procedimiento descrito, cada Esta-
do Parte (EP) debe rendir un informe cuya periodicidad es 
de cuatro años (4) reportando: “las medidas tomadas, pre-
paradas o estudiadas por sus respectivas administraciones 
para el cumplimiento de la presente Convención y del Re-
glamento para la aplicación de la misma.”41 Al situarse en 
la demarcación de los bienes culturales, el proceso iniciado 
con su identificación hasta el reporte en la UNESCO; se está 
aplicando el DIH, operativamente en la identificación parti-
cular, al igual que en la medida de ejecución de las normas.

El camino sigue allanándose gracias a textos como: “1. 
Aparte de las disposiciones que deben entrar en vigor en 
tiempo de paz...”,42 en el Capítulo VI titulado “Campo de 
aplicación de la Convención” y que denomina al Artículo in 
comento “Aplicación de la Convención...”; y: “1. Cada Estado 
Parte en la Convención en la fecha de su entrada en vigor 
adoptará todas las medidas necesarias para que ésta sea efec-
tivamente aplicada en un plazo de seis meses.”43 Expresiones 
todas, que demandan un ejercicio reflexivo sobre el DIH y 
sus tiempos o épocas de aplicabilidad. Curiosamente, debido 
a instrucción basada en la repetición o convencimiento fiel 
de que el DIH solo se aplica en TCA, muchos pasan por alto 
tan cristalino lenguaje, cuyas posibilidades de confusión son 

41 Ídem. Artículo 26.
42 Ídem. Artículo 18.1.
43 Ídem. Artículo 34.
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nulas. Más allá del discurso académico, quienes en la prácti-
ca viven el DIH, y sientan especial predilección por éste, des-
dibujan el panorama tradicionalmente concebido al mismo.

El Reglamento de la Convención también contribuye al 
desvanecimiento del rol temporalmente limitado del DIH: 
“5. Si una de las Altas Partes Contratantes que hubiese so-
licitado en tiempo de paz la inscripción de un bien cultural 
en el Registro...”,44 en completa armonía con el hecho de que 
en TP, son múltiples las acciones por adelantar en honor a 
los compromisos internacionales asumidos por los Estados 
Partes en materia de DIH y que no ameritan el detonante de 
un CA. Por contrario imperio, y como ha sido inicialmente 
escrito, finalizado el CA hay cosas por hacer, DIH por apli-
car y el Reglamento no escapa de ello; así se detalla:

a. Durante la permanencia de los bienes culturales en 
el territorio de otro Estado, éste será el depositario de 
los mismos y prestará a dichos bienes iguales cuida-
dos, por lo menos, que a sus propios bienes cultura-
les de importancia similar. b. El Estado depositario no 
devolverá esos bienes más que una vez terminado el 
conflicto; esa devolución se efectuará dentro del plazo 
de seis meses a contar desde la fecha en que se pida. c. 
En los sucesivos traslados y durante su permanencia en 
el territorio de otro Estado, esos bienes no podrán ser 
objeto de ninguna medida de embargo y ni el deposi-
tante ni el depositario tendrán la facultad de disponer 
de ellos. No obstante, cuando así lo exija la salvaguar-
dia de esos bienes, el depositario, previo asentimiento 

44 Reglamento para la aplicación de la Convención para la Protección de los 
Bienes Culturales en caso de Conflicto Armado. Artículo 14.5. Gaceta Oficial 
Nº. 5.746. Extraordinario del 22 de diciembre de 2004.
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del depositante, podrá ordenar su traslado al territorio 
de un tercer país, en las condiciones previstas en el pre-
sente Artículo...45

Desde el principio, el Artículo se refiere a la permanencia 
de bienes culturales en un país que disfruta de TP. En pri-
mer lugar, la alusión a la aplicación del DIH en un territorio 
distinto, a aquel en el cual, materialmente, se perfeccionan 
conductas enmarcadas en operaciones militares, sin duda, 
relativas al DIH; sin embargo, en cuanto a espacio se refiere, 
la aplicación del DIH no priva o condiciona su perfeccio-
namiento al hecho de estar directamente involucrado en el 
CA como tal. En segundo lugar, los bienes serán devueltos 
finalizado el CA, sencillamente en TP. Tercero y a título de 
colofón, esos bienes no pueden embargarse en ese u otro 
Estado (donde hay TP) en respeto (aplicación) del DIH.

El grueso de los argumentos doctrinarios, convencionales 
y legales analizados, en un intento por nutrir la cotidianidad 
del DIH y llevarlo a una esfera redimensionada (pero no 
innovadora), denota que el DIH rompe las barreras de su-
peditación al estallido y prolongación de un CA, de la mano 
con las tareas a desarrollar en TP. En solidaridad con la idea 
de que la mayoría de sus disposiciones se aplican en TCA, 
este derecho comulga con una realidad latente, simultánea o 
no con el cambio de TP a TCA o viceversa. La percepción de 
esta área del Derecho apremia un giro copernicano.

La enseñanza del DIH debería abarcar, en la medida de lo 
posible y en plena concordancia con la profundidad de los 
estudios respectivos, el cúmulo o partes de los aspectos re-
señados, junto con los no pormenorizados en este breve es-

45 Ídem. Artículo 18.a.b.
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crito. Su sola alusión produciría un efecto positivo sobre las 
connotaciones temporo espaciales del DIH. Reducir su ins-
trucción con programas concernientes a normas aplicables 
en TCA, disminuye la especialidad y vincula su pertinencia 
únicamente con los miembros de las Fuerzas Armadas, al 
menos, a la luz de la visión tradicional de defensa y segu-
ridad nacionales, superada hoy gracias a la corresponsabi-
lidad estatal y ciudadana establecida en la norma suprema, 
de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela 
(1999), en su Artículo 326 establece que: “La seguridad de 
la Nación se fundamenta en la corresponsabilidad entre el 
Estado y la sociedad civil,...”46

Una Constitución tan rica, como la nuestra, modelo en 
su estilo, sobre todo en materia de derechos humanos, omi-
te siquiera mencionar el DIH. Una tradición pacifista inne-
gablemente impregna su contenido, plausible costumbre; no 
obstante, quizás esto, pasó por alto una valiosa oportunidad 
para exaltar el DIH, y constituiría terreno fértil en la aproxi-
mación del colectivo al mismo. Al estar conscientes de que: 
“La enunciación de los derechos y garantías contenidos en 
esta Constitución y en los instrumentos internacionales so-
bre derechos humanos no debe entenderse como negación 
de otros...”,47 el DIH está vivo.

El radio de acción del DIH es inmenso y digno de mere-
cido reconocimiento en el ámbito global. La idea de recoger 
y ordenar por escrito lo aducido, es solo el pequeño eslabón 
de una cadena de reflexiones que, unidas al trabajo diario y 
lectura de material diverso, desemboca en el presente texto.

46 Constitución de la República Bolivariana de Venezuela. (1999). Artículo 326. 
Gaceta Oficial N°. 5.908 Extraordinario del 19 de febrero de 2009.
47 Ídem. Artículo 22.
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